SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 005 

RADICACIÓN: 66001220400020180021800

ACCIONANTE: JUAN DIEGO ECHAVARRÍA C.
DECLARA IMPROCEDENTE


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / ES IMPROCEDENTE CUANDO EL PROCESO JUDICIAL ESTÁ EN CURSO.

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. […]

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de febrero de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación No 198

Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS

De conformidad con lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia en decisión de enero 24 de 2019, por medio de la cual decretó la nulidad de lo actuado en este trámite a partir del fallo de fecha noviembre 9 de 2018, para que se integrara en debida forma el contradictorio, preservando la validez de las pruebas allegadas, procede esta Corporación a decidir de nuevo la acción de tutela instaurada por el señor JUAN DIEGO ECHAVARRÍA CASTAÑO contra la Fiscalía 3ª Especializada y los Juzgados Segundo Penal del Circuito y Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, trabajo, debido proceso y acceso a la Administración de Justicia. 

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor ECHAVARRÍA CASTAÑO se pueden concretar así: (i) su vehículo de placas STY-834 se encuentra vinculado a un proceso con radicación 666826000048201800361, donde se legalizó su incautación ante el Juzgado de Control de Garantías de Santa Rosa en junio 21 de 2018; (ii) no se halla vinculado como imputado y la medida material de incautación no se inscribió en el certificado de tradición del rodante no en la Oficina de Tránsito; (iii) con ocasión del poder que le otorgó a su abogado, este solicitó a la Fiscalía copia del expediente, lo que nunca resolvió el ente acusador y aunque igualmente su defensor acudió en tres ocasiones al Juez de Control de Garantías para que se realizara audiencia para entrega de vehículo, esta solo se efectuó en septiembre 09, donde se le negó la referida devolución; (iv) tal negativa se fundamentó en lo mencionado por el Fiscal 3° Especializado, en el sentido que el vehículo había sido dejado a disposición de la Fiscalía de Extinción de Dominio; (v) aunque la decisión fue apelada por su defensor con fundamento en que el Comiso solo procede frente al penalmente responsable, y que la medida de incautación no fue registrada, el Juzgado Segundo Penal del Circuito confirmó lo ya decidido al considerar que el rodante estaba a órdenes de la Unidad de Extinción de Dominio; (vi) ante lo anterior, solicitó a la Dirección de Extinción de Dominio información  al respecto, donde se indicó que el día 31 de agosto devolvió las diligencias a la Fiscalía 3ª. Especializada, lo que demuestra que los argumentos de este despacho  y la motivación de los juzgados accionados para negar la entrega del vehículo  fueron motivadas en el desconocimiento de la devolución del trámite y que el rodante se hallaba en poder del ente acusador, máxime que las audiencias se celebraron en septiembre 13 y octubre 17 de 2018; (vii) las decisiones que ataca pueden ser revocadas, por  cuanto: a) se vulnera el debido proceso; b) ha agotado los recursos ordinarios, sin que le quede otra instancia; c) lo pedido cumple con la exigencia de inmediatez; d) ha identificado claramente los yerros en que se ha incurrido por las autoridades, y e) la decisión que ataca no es un fallo de tutela; (viii) las providencias de los Juzgados accionados y las acciones de la Fiscalía 3ª Especializada vulneran sus derechos y configuran la necesidad, urgencia y subsidiariedad que caracteriza este trámite; (ix) es un tercero de buena fe y aunque la fiscalía fue renuente para atender sus peticiones y luego con  acciones dilatorias e injustificadas llevó a los jueces a una tergiversación de los hechos y pruebas dentro del proceso, y (x) lo decidido por los jueces comportan un defecto fáctico en cuanto decidieron sin apoyo probatorio, y se presenta un error inducido en tanto la fiscalía no les informó del oficio de devolución de las diligencias de la Dirección de Extinción de Dominio, lo cual los condujo a negar la entrega del vehículo.

Pide se protejan sus derechos y se le ordene a la Fiscalía 3ª Especializada realizar la entrega del vehículo de placas STY-834 del cual es propietario.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la acción constitucional a la Fiscalía 3ª Especializada, a los Juzgados Segundo Penal del Circuito y Primero Penal Municipal con función de control de Garantías de Pereira, e igualmente vinculó de manera oficiosa a la Dirección Nacional  de Extinción de Dominio de la Fiscalía, la Oficina de Bienes Seccional Pereira, al apoderado del actor y a los demás sujetos que intervinieron en las audiencias cuestionadas, entre ellos a los señores HUGO ALEXÁNDER PARRA OSPINA, FERNANDO  ENRIQUE BUITRAGO ROMÁN, DIANA MARCELA VILLA TORRES, sus respectivos abogados,  así como al Agente del Ministerio Público designado ante esos despachos, y la Secretaría de Movilidad de Envigado (Ant.). Al respecto, así se pronunciaron:

3.1.- La Juez Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), señala que en la diligencia realizada en septiembre 13 de 2018 no se accedió a la entrega del vehículo, por cuanto el mismo se hallaba a disposición de la Fiscalía de Extinción de Dominio, y aunque ahora se indica que el rodante fue devuelto a la Fiscalía que conoce de la investigación, ello no fue expuesto en la audiencia, desconociéndose el motivo de ello. Agrega que lo decidido se adoptó bajo el convencimiento que el rodante se hallaba a órdenes de la Unidad de Extinción de Dominio, siendo allí donde debía solicitarse su entrega, por lo cual no se vulneraron los derechos del actor, quien podrá nuevamente acudir a la judicatura para que con fundamento en esos novísimos elementos se decida sobre la entrega del automotor. Pide se declare improcedente la acción de tutela.

3.2.- La directora Nacional de Extinción de Derecho de Dominio de la Fiscalía, expresa que en septiembre 16 de 2018 y ante derecho de petición del accionante, se le informó por oficio de octubre 12 de 2018 que las diligencias procedentes de la Fiscalía 3ª Especializada de Pereira,  donde dejaba a disposición el vehículo de placas STY-834 fueron devueltas por oficio de agosto 31 de 2018, por cuanto le corresponde al fiscal decidir sobre la situación jurídica del mismo, siendo enfática en aducir que no se adelanta por alguno de los despachos adscritos a dicha unidad actuación de extinción de dominio sobre dicho automotor.  Pide su desvinculación del trámite al no vulnerarse derecho alguno del accionante.

3.3.- El Fiscal Tercero Especializado de Pereira, luego de hacer alusión a las audiencias preliminares por medio de las cuales se legalizó la incautación del vehículo STY-834 con fines de Comiso, indica lo siguiente: (i) No reposa en la carpeta solicitud alguna del abogado del accionante para actuar en el asunto, en tanto lo que reposa es poder que le confirió el señor HUGO ALEXANDER PARRA CEBALLOS, quien elevó petición –copias del trámite- que le fue debidamente respondida; (ii) el despacho emitió oficio con destino a la Dirección Nacional de Extinción de Dominio donde se dejó a disposición el vehículo de placas STY-834, conforme la Ley 1708/14 y si bien esa Unidad mediante oficio de agosto 31 de 2018 devolvió la documentación, las mismas se recibieron en septiembre 17 de 2018, cuando ya se había efectuado la audiencia preliminar, y aunque para la decisión de segunda instancia realizada en octubre 17 de 2018, ya se conocía tal situación, ello no tenía injerencia alguna al no ser ese el momento procesal para decidir de fondo sobre dicha situación; (iii) al acercarse al despacho el abogado RAUL CEBALLOS para manifestar el interés de solicitar nuevamente la devolución del rodante, se le indicó que se carece de competencia para pronunciarse de fondo sobre la situación jurídica del automotor, al pesar sobre el mismo una medida cautelar, emitida por un Juez de control de garantías, por lo cual debía acudir a esa instancia o en su defecto ante el Juez de conocimiento; (iv) debe declararse improcedente la tutela, pues el funcionario encargado de decidir el asunto es el Juez de Conocimiento, a quien le corresponde decidir sobre el preacuerdo efectuado con el señor HUGO ALEXÁNDER PARRA, en diligencia que se realizará en diciembre 05 de 2018, donde se resolverá de fondo el Comiso que presentará la Fiscalía General de la Nación; (v) la tutela no puede utilizarse como una tercera instancia, cuando es sabido que en este asunto se halla pendiente el trámite respectivo para decidir de manera definitiva la suerte del rodante.
3.4.- El Procurador 290 Judicial I Penal, expone lo siguiente: (i) es deber del actor agotar todos los medios ordinarios de defensa judicial; (ii)  aunque no intervino en el asunto, constató que se realizaron las audiencias por las cuales se dispuso la suspensión con fines de comisó del automotor, y aunque este no se encuentra registrado a nombre del imputado sino un tercero, por lo que en principio no luciría como procedente la medida adoptada en tanto el bien no era de su dominio, por lo que a futuro podría no tener vocación de éxito para decretar el comiso, sin desconocerse que el poseedor puede reputarse dueño mientras otra persona no justifique lo contrario; (iii) el propietario inscrito no se presentó para ejercer sus derechos  y tampoco se tenía noticia de su paradero, por lo cual esa primer decisión luce ajustada a la Constitución y la Ley; (iv) el accionante se ha equivocado de camino, en primer lugar por  promover incidente de entrega del vehículo y ahora al acudir a la acción de tutela, cuando para ello puede acudir al trámite de la Ley 1708/14, como mecanismo ordinario al que puede acudir para el ejercicio del debido proceso, máxime que la tutela no es un mecanismo subsidiario ni paralelo para sustituir las vías ordinarias, salvo para evitar un perjuicio irremediable, y (v) pide se declare improcedente la acción constitucional.

3.5.- El Subdirector Regional de Apoyo al Eje Cafetero de la Fiscalía, pide se desvincule al Fondo Especial para la Administración de Bienes, al no tener legitimidad para acceder a las solicitudes reclamadas.

3.6.- El Dr. RAUL CEBALLOS DIAZ, apoderado del señor JUAN DIEGO ECHAVARRIAGA, alude a cada uno de los puntos esgrimidos por el actor en la acción constitucional, los cuales considera ciertos y por ende pide se le protejan sus derechos fundamentales y se ordene a la Fiscalía la entrega del vehículo de placas STY-834 a su propietario quien no está vinculado al proceso, al ser un tercero de buena fe.

3.7.- El Procurador 149 Judicial II Penal, aduce que la tutela es improcedente cuando se pretendan atacar decisiones judiciales, al no poder convertirse la jurisdicción constitucional en una tercera instancia, salvo que se presenten los requisitos de procedibilidad. Estima que con la comunicación remitida por la Dirección Nacional de Extinción de Dominio, se habilita para el actor la posibilidad de acudir a la vía ordinaria, para que un Juez de control de garantías realice nuevamente la audiencia preliminar de entrega de vehículo, debiéndose recordar que el despacho que negó tal pretensión no se pronunció de fondo, pues con fundamento en la información suministrada por la fiscalía declaró su incompetencia, sin que por ello hubiera vulnerado los derechos del actor. Estima que el actor no ha hecho uso de los medios de defensa judicial ordinarios, ni probó la comisión de un perjuicio irremediable,  por lo cual se debe declarar la improcedencia de la tutela, al no ser el mecanismo idóneo para sus pretensiones.

3.8.- El señor HUGO ALEXÁNDER PARRA OSPINA, en su condición de procesado dentro del caso que motivó la incautación del automotor, expresa que firmó un preacuerdo con la fiscalía y deja claro que el señor JUAN DIEGO ECHAVARRÍA es un tercero de buena fe, para quien laboraba desde hace un poco más de dos años, quien desconocía las acciones realizadas y por las que se haya privado de la libertad, al prestarse para transportar dos llantas desde Buga (V.) a Medellín (Ant.) sin verificar su contenido, actuaciones con las cuales lo perjudicó al ser el camión de placas STY-834 su fuente de ingresos.  Pide se acceda a lo solicitado por el accionante.

3.9.- La Secretaria de Movilidad de Envigado (Ant.) se opone a las pretensiones del accionante frente a dicha entidad al no haberse vulnerado derechos fundamentales, máxime que a la fecha no existe petición o solicitud alguna del accionante JUAN DIEGO ECHAVARIA que se encuentre pendiente de respuesta.   En relación con la no inscripción del “decomiso” del vehículo en el registro de libertad respectivo, señala que tal medida ordenada por autoridad judicial no se perfecciona con dicha anotación, sino con la aprehensión material del rodante, en tanto las que si se plasman son las de carácter jurídico, como lo sería la suspensión del poder dispositivo, por lo cual la medida adoptada no se observa en el certificado y ello no implica que dicho historial posea algún error jurídico. Pide se desestime lo pedido por el accionante y no se amparen sus derechos en lo que tiene que ver con esa Secretaría.  
3.10.- Los demás vinculados no se pronunciaron dentro del término concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes. Igualmente, por parte de la Sala se efectuó inspección judicial a la carpeta de la Fiscalía y se obtuvieron los registros de las audiencias llevadas a cabo en el referido asunto.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de la Fiscalía Tercera Especializada y los Juzgados Segundo Penal del Circuito y Primero Penal Municipal con función de control de garantías, se vulneraron los derechos fundamentales que estima conculcados el señor JUAN DIEGO ECHAVARRÍA CASTAÑO.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones realizadas por el señor JUAN DIEGO ECHAVARRÍA CASTAÑO, entiende la Colegiatura que su solicitud está dirigida básicamente a buscar la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la Administración de Justicia, los que en su sentir fueron quebrantados por la Fiscal Tercera Especializada y los Juzgados Segundo Penal del Circuito  y Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, al negarse a hacerle entrega del vehículo STY-834 que se encuentra inmerso dentro de una investigación penal por el delito de tráfico de estupefacientes, y en el cual el señor HUGO ALEXÁNDER OSPINA -conductor del rodante- llegó a un preacuerdo con la Fiscalía.

Antes de ingresar en el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en el que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia […]” 

Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los referidos criterios de procedibilidad quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente evento, se advierte que el accionante no cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía al pretender, como así lo entiende la Sala, que se dejen sin efecto decisiones judiciales emitidas por Jueces de la República competentes para ello, amparadas con la doble presunción de acierto y legalidad, ya que sus reparos frente a las decisiones por medio de las cuales se negó la entrega del vehículo de placas STY-834 estuvo ajustada a derecho.

De la actuación llevada a cabo por los juzgados accionados dentro del referido trámite, se evidencia que en efecto la determinación por ellos adoptada tuvo como soporte la información suministrada por el Fiscal Tercero Especializado, en el sentido que el rodante reclamado se hallaba a órdenes de la Unidad Nacional de Extinción de Dominio, por lo cual sería ante dicha entidad donde el actor debía adelantar los trámites pertinentes.

Ahora bien, cuestiona el actor que el fiscal hizo incurrir en error a los juzgados de primera y segunda instancias, al no enterarlos que por parte de la Dirección de Extinción de Dominio se habían devuelto las diligencias con antelación a la realización de la audiencia celebrada en septiembre 13 de 2018 ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías; y si bien a priori, podría otorgársele razón al actor, en tanto el oficio que dispuso tal actividad esta fechado agosto 31 de 2018, lo que al respecto informó el fiscal accionado es que tal documento únicamente lo recibió en septiembre 17, es decir, cuando ya la diligencia había concluido. 
Si para la calenda de septiembre 13 el fiscal desconocía que la Dirección de Extinción de Dominio había ordenado devolver las diligencias para que fuera él quien adoptara decisión de fondo respecto al rodante, no puede considerarse que hizo cometer un error a la jueza de primer nivel al oponerse a la entrega, en tanto su convicción estaba inequívocamente encaminada a que sería de conformidad con lo reglado en la Ley 1708/14 que el señor JUAN DIEGO ECHAVARRÍA debía solicitar la entrega de su camión, y precisamente la judicatura, en atención al principio de la buena fe, atendió la postura del órgano encargado de la persecución penal.
Es cierto, eso sí, que para la fecha en que se decidió en segunda instancia la apelación -octubre 17 de 2018-, ya conocía de tal determinación, pero ese no era el estadio procesal para adoptar una decisión en el sentido pretendido por el actor, en tanto lo único que allí se debatiría serían los argumentos presentados frente a la decisión que negó la entrega, como en efecto así se hizo, lo que conllevó a que el Juzgado Segundo Penal del Circuito acompañará la determinación del a quo.

Para la Corporación por tanto, las determinaciones adoptadas tanto por el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías, como por el Segundo Penal del Circuito de Pereira, al no autorizar la entrega del rodante, estuvieron rodeadas de todas las garantías procesales, y en las mismas no se vulneraron los derechos al debido proceso ni acceso a la Administración de Justicia del actor.

Aunado a lo anterior y como así lo plasmaron algunos de los intervinientes, la acción de tutela tampoco procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, como de tiempo atrás lo tiene sentado la Corte Constitucional -sentencia T-313 de 2005-
Así mismo, han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BARRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

De igual modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se reclama el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]
En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.”

Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso el proceso que se surte en contra del ciudadano HUGO ALEXÁNDER OSPINA y dentro del cual se dispuso la legalización de la incautación -no la suspensión del poder dispositivo- del vehículo de placas STY-834 de propiedad del hoy accionante JUAN DIEGO ECHAVARRÍA CASTAÑO, para que fuera el juez de conocimiento quien determinara lo pertinente en relación con la petición de comiso que elevó al Fiscalía en las audiencias preliminares, será en el interior del mismo donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Lo anterior se afirma, por cuanto al encontrarse en la actualidad el vehículo de placas STY-834 a cargo de la Fiscalía Tercera Especializada de Pereira, ello habilita al señor ECHAVARRÍA CASTAÑO para solicitar nuevamente ante un juzgado con funciones de control de garantías la realización de la audiencia para que se decida si es o no procedente su entrega, ya sea a título provisional o definitivo. Lo anterior, aunado al hecho que el proceso que se surtió contra el señor HUGO ALEXÁNDER PARRA OSPINA -conductor del vehículo-, y el cual aceptó cargos por la vía del preacuerdo, ya se finiquitó ante el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado al haberse emitido sentencia condenatoria en su contra
, sin advertirse que ante dicha instancia la Fiscalía hubiera solicitado el comiso del automotor que fuera utilizado en la ejecución de la ilicitud, y por ende no existió pronunciamiento al respecto por parte del despacho de conocimiento.

Ahora bien, si el fiscal de conocimiento no se hizo presente en las fechas en que fue convocado para audiencia por parte del Juez Penal Municipal con función de control de garantías, en cuyo momentos el apoderado del señor ECHAVARRÍA CASTAÑO pretendía la entrega provisional del vehículo incautado, o el haber presuntamente aportado el citado fiscal datos equívocos en la audiencia celebrada en septiembre 13 de 2013, con lo cual pudiera haber hecho incurrir en error al funcionario judicial, no es la acción de tutela la llamada a cuestionar tales aspectos, en tanto para ello el ordenamiento jurídico tiene previsto qué entidades son las competentes para investigar a los funcionarios que con su acción u omisión puedan haber infringido el código disciplinario -en este caso el Consejo Seccional de la Judicatura-, y por ende de considerarlo procedente, podrá el interesado acudir ante esa instancia para que sea allí donde se determine si el Fiscal Tercero Especializado de Pereira pudo haber desbordado los linderos de dicha normativa.

En ese orden de ideas, la Sala declarará improcedente el amparo de los derechos reclamados.
5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor JUAN DIEGO ECHAVARRÍA CASTAÑO. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

OLGA LUCÍA FLÓREZ RENDÓN
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Ver folios 176 y ss.
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